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Adames Soto y la Jueza Reyes Berríos. 
 
Reyes Berríos, Jueza Ponente 

 
 

RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de abril de 2021. 

Comparece el señor Jacky Aizenman Vaisman, su esposa la 

señora Gina Lazaoff Goldberg y la Sociedad de Gananciales 

compuesta por estos (esposos Aizenman o peticionarios), solicitando 

la revocación de una Orden dictada por Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Bayamón (TPI), el 8 de febrero de 2021. 

Mediante esta, el foro primario declaró No Ha Lugar a la solicitud de 

dejar sin efecto una orden de prohibición de enajenar presentada por 

los peticionarios.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

denegamos la expedición del auto de certiorari.   

I. 

Los hechos que dan inicio a la presente controversia surgen 

cuando el 28 de noviembre de 2020 los esposos Aizenman 

suscribieron un contrato de compraventa titulado Purchase and Sale 

Agreement con el señor Yan Katsnelson y su esposa la señora Flora 
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Katsnelson (matrimonio Katsnelson o recurridos).1 En este, 

acordaron que los esposos Katsnelson comprarían una propiedad 

ubicada en la Urb. San Patricio en Guaynabo, perteneciente a los 

peticionarios. En particular, el contrato disponía en su cláusula 1(j) 

que la parte vendedora tendría derecho a realizar una inspección a la 

propiedad previo al cierre. Además, disponía que si las reparaciones 

a la propiedad excedían la cantidad de $5,000, la parte vendedora 

(esposos Aizenman), podrían negarse a asumir los gastos de las 

reparaciones y tendrían discreción de dar por terminado el contrato.   

Así las cosas, el 14 de enero de 2021, el matrimonio Katsnelson 

y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos, instaron 

una Demanda de incumplimiento de contrato, injunction permanente 

y daños contra los esposos Aizenman.2 Alegaron que luego de haber 

realizado el informe de inspección de la propiedad, y sin mediar una 

solicitud expresa de su parte sobre realizar reparación alguna, los 

recurridos les enviaron un correo electrónico notificando que deban 

por terminado el contrato al amparo de la cláusula 1(j). Señalaron 

que los esposos Aizenman incumplieron con el contrato ya que en 

ningún momento se les requirió que le repararan la propiedad. Por lo 

que, solicitaron lo siguiente: 1) el cumplimiento específico del 

contrato; 2) que se entregara el objeto de la compraventa; 3) que se 

otorgaran las escrituras necesarias para inscribir el dominio de la 

propiedad; 4) que se concedieran daños y; 5) más costas y honorarios 

de abogado.  

El mismo día, los recurridos presentaron ante el foro primario 

un escrito solicitando, con carácter de urgencia, que se emitiera una 

orden donde de prohibiera a los esposos Aizenman a enajenar la 

propiedad, al amparo de la Regla 56 de Procedimiento Civil.3  

 

1 Apéndice del certiorari, págs. 8-20. 
2 Apéndice del certiorari, págs. 1-25. 
3 Apéndice del certiorari, págs. 26-29. 
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 Evaluada la demanda y la solicitud de prohibición de enajenar, 

el 26 de enero de 2021 el foro primario, sin la celebración de una 

vista, emitió Con Lugar la solicitud y ordenó a la Secretaría del TPI a 

expedir el Mandamiento de Anotación de Demanda y Prohibición de 

Enajenar, dirigido a los peticionarios y al Registrador de la Propiedad 

de Guaynabo, para que este último realizara las anotaciones 

correspondientes sobre el bien objeto de la demanda.4   

 Por su parte, el 27 de enero de 2021 esposos Aizenman 

presentaron un escrito urgente para que se dejara sin efecto la 

prohibición de enajenar.5 Allí, señalaron que la parte recurrida no 

cumplió con las exigencias de la Regla 56 de Procedimiento Civil para 

que se le concediera la prohibición de enajenar y que basaron sus 

planteamientos en un contrato de promesa bilateral de compraventa. 

Además, indicaron que los recurridos no prestaron fianza como 

dispone la Regla 56.3 de Procedimiento Civil.6  

 En desacuerdo, el matrimonio Katsnelson presentó un escrito 

al TPI en donde alegaron que la fianza ya había sido consignada ante 

el foro primario, por lo que la solicitud era una académica. Sobre los 

requisitos de la Regla 56 de Procedimiento Civil, arguyeron que estos 

se cumplían ya que habían podido demostrar que habían suscrito un 

contrato de compraventa con los peticionarios. Por lo que, tenían 

derecho a solicitar el remedio provisional. Señalaron que los 

peticionarios no lograron demostrar que se le solicitaron reparaciones 

a la propiedad, por lo que estos no podían unilateralmente disolver el 

contrato. Además, expresaron que el remedio provisional concedido 

no les causaría perjuicio. 

 

4 La prohibición de enajenar fue emitida el 20 de enero de 2021, pero fue 
enmendada el 26 de enero de 2021, para incluir en la orden a los peticionarios. 

Apéndice del certiorari, págs. 50-55. 
5 Apéndice del certiorari, págs. 56-101. 
6 32 LPRA Ap. V., R. 56.3. 
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Atendidos los planteamientos de las partes, el 5 de febrero de 

2021, el foro primario declaró No Ha Lugar a la solicitud de dejar sin 

efecto la orden de prohibición de enajenar presentada por los 

peticionarios.7  

Inconforme con el referido dictamen, el 9 de marzo de 2021, los 

esposos Aizenman comparecieron ante nos mediante Certiorari. En el 

recurso, señalaron la comisión del siguiente error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al emitir ex parte 
una orden de prohibición de enajenar sobre la Propiedad 

de los peticionarios sin haber celebrado una vista, según 
requiere la Regla 56.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 
Ap. V, R. 56.4. 

 

Por su parte, el 5 de abril de 2021 la parte recurrida compareció 

ante este foro mediante Oposición a que se Expida el Auto de 

Certiorari.   

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, a la luz 

del derecho aplicable, procedemos a resolver.  

II. 

A. 

El recurso de certiorari es un mecanismo de carácter 

extraordinario mediante el cual un tribunal de superior jerarquía 

puede revisar, a su discreción, una decisión de un tribunal inferior.8 

La Regla 52 de Procedimiento Civil9 contiene las disposiciones 

pertinentes en cuanto a las revisiones de un tribunal de superior 

jerarquía sobre las sentencias, resoluciones u órdenes interlocutorias 

del Tribunal de Primera Instancia. Como norma general, la Regla 52.1 

de Procedimiento Civil10 permite al Tribunal de Apelaciones expedir 

un recurso de certiorari para revisar aquellas resoluciones u órdenes 

 

7 Apéndice del certiorari, pág. 109. 
8 Art. 670 del Código de Enjuiciamiento Civil de 1933, hoy conocido como Ley de 
Recursos Extraordinarios, 32 LPRA 3491; Pueblo v. Díaz León, 176 DPR 913 (2009). 
9 32 LPRA Ap. V, R. 52.  
10 Supra. 
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bajo las Reglas 56 y 57 de Procedimiento Civil11 o de la denegatoria 

de una moción de carácter dispositivo.  

 No obstante, a manera de excepción, la referida regla permite 

que el Tribunal de Apelaciones revise aquellas órdenes o resoluciones 

interlocutorias dictadas por el foro primario en las siguientes 

instancias:  

1) cuando se recurre de decisiones en cuanto a la 
admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales;  
2) asuntos relativos a privilegios evidenciarios; 
3) anotaciones de rebeldía; 

4) casos de relaciones de familia; 
5) en aquellos casos que revistan de interés público; y  

6) en cualquier otra situación en la cual esperar a la 
apelación constituiría un fracaso irremediable de la 
justicia.  

 Al decidir si expide un auto de certiorari, el Tribunal de 

Apelaciones debe regirse por los criterios expuestos en la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones.12 Los criterios para tomar 

en consideración son los siguientes:  

1) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.  
2) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  

3) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 
y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.  
4) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegados más 
elaborados.  

5) Si la etapa del procedimiento en que se presenta 

el caso es la más propicia para su consideración.  
6) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución 
final el litigio.  

7) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  

 

Es meritorio reiterar que el mecanismo de certiorari es 

discrecional.13 No obstante, esa discreción “[n]o se da en un vacío ni 

 

11 32 LPRA Ap. V., R56 y R57.  
12 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40; Mun. Aut. De Caguas v. JRO Construction, Inc. et al., 
201 DPR 703, 712 (2019). 
13 Mun. Aut. De Caguas v. JRO Construction, Inc. et al, supra, pág. 712. 
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en ausencia de unos parámetros.”14 Al realizar dicha determinación, 

el Tribunal de Apelaciones debe ser sumamente cuidadoso.15  

B. 

 

La Regla 56 de Procedimiento Civil,16 regula los mecanismos y 

procedimientos que un demandante tiene a su alcance para asegurar 

la efectividad de la sentencia que ha obtenido a su favor o que anticipa 

obtener. Mediante una moción al tribunal, ya sea antes o después de 

dictada la sentencia, el reclamante solicitará el remedio provisional 

que considere apropiado para asegurar la ejecución de la sentencia. 

No obstante, la Regla 56.1 de Procedimiento Civil, le otorga discreción 

al tribunal para conceder o denegar tal remedio o medida cautelar.17  

Como regla general, se requiere la prestación de una fianza por 

parte de la persona que solicite una medida de aseguramiento de 

sentencia; ello para responder por los daños y perjuicios que se 

puedan ocasionar como consecuencia del aseguramiento. Sin 

embargo, conforme establece la Regla 56.3 de Procedimiento Civil,18 

el tribunal puede conceder un remedio provisional sin la prestación 

de la fianza en las circunstancias siguientes: (1) si aparece de 

documentos públicos o privados, según definidos por ley y firmados 

ante una persona autorizada para administrar juramento o, que la 

obligación es legalmente exigible; (2) cuando sea una parte litigante 

insolvente que reúne las condiciones expresadas en la Regla 56.3 de 

Procedimiento Civil; o (3) cuando se gestiona el remedio después de 

la sentencia. Esta última excepción descansa en la presunción de 

corrección de que gozan las sentencias en nuestra jurisdicción.19  

 

14 IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012). 
15 Negrón v. Srio. De Justicia, 154 DPR 79, 93 (2001).  
16 32 LPRA Ap. V, R. 56. 
17 Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 839 (2010).  
1832 LPRA Ap. V, R.56.3.  
19 Vargas v. González, 149 D.P.R. 859, 866 (1999). 



 

 

KLCE202100256   

 

7 

En relación con la controversia que nos ocupa, la Regla 56.4 de 

las de Procedimiento Civil establece lo siguiente: 

Si se cumple con los requisitos de la Regla 56.3, el 
tribunal deberá expedir, a moción de una parte 

reclamante, una orden de embargo o de prohibición de 
enajenar. 

No se podrá expedir una orden de embargo o 

prohibición de enajenar sin previa notificación y vista, 
excepto que la parte reclamante demuestre tener un 

previo interés propietario sobre la cosa embargada, o 
la existencia de circunstancias extraordinarias o la 
probabilidad de prevalecer mediante prueba 

documental fehaciente que demuestre que la deuda 
es líquida, vencida y exigible. 

Cualquier parte afectada por cualquier orden 

dictada sin notificación y vista, podrá presentar en 
cualquier tiempo una moción para que se modifique o 

anule la orden, y dicha moción se señalará para vista en 
la fecha más próxima posible y tendrá precedencia sobre 
todos los demás asuntos. A los propósitos de dicha vista, 

una notificación de dos días a la parte que obtuvo la 
orden, o la notificación más corta que el tribunal 
prescriba, será suficiente. 

En el caso de bienes inmuebles, tanto el embargo 
como la prohibición de enajenar se efectuarán 

anotándolos en el registro de la propiedad y 
notificándolos a la parte demandada. En el caso de 
bienes muebles, la orden se efectuará depositando los 

bienes de que se trate con el tribunal o con la persona 
designada por el tribunal bajo la responsabilidad de la 

parte reclamante. El tribunal podrá ordenar, a petición 
de cualquiera de las partes, la venta en pública subasta 
de los bienes fungibles cuyo embargo o prohibición de 

enajenar se haya decretado, consignándose el producto 
de su venta en la forma dispuesta por el tribunal.  

[…] (Énfasis nuestro). 

 

La Regla 56.2 de Procedimiento Civil,20  indica que no se podrá 

conceder, modificar, anular ni tomar acción alguna respecto a un 

remedio provisional, sin la previa notificación a la parte adversa y la 

celebración de una vista. La notificación y vista previa no serán 

necesarias cuando estén presentes las circunstancias que establecen 

las Reglas 56.4 y 56.5 de Procedimiento Civil.21  

En lo pertinente, la Regla 56.4 de Procedimiento Civil, añade 

que se podrá prescindir del requisito de la celebración de vista 

cuando:  

 

20 32 LPRA Ap. V., R. 56.2.  
21 32 LPRA Ap. V., R. 56.4 y 56.5. 
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[...] la parte reclamante demuestre tener un previo 

interés propietario sobre la cosa embargada, o la 
existencia de circunstancias extraordinarias o la 
probabilidad de prevalecer mediante prueba documental 

fehaciente que demuestre que la deuda es líquida, 
vencida y exigible.22  

 

Seguidamente, la Regla 56.4 de Procedimiento Civil, establece 

que, de dictarse una orden sin la notificación y la celebración de una 

vista, la parte afectada puede solicitar que se celebre una vista para 

discutir las razones por las cuales debe modificarse o anularse la 

orden dictada.  

En cuanto a la prohibición de enajenar, dicho concepto 

establece la imposibilidad de trasmitir o de enajenar, a título oneroso 

o gratuito, una cosa o derecho, en virtud de pacto legal o de decisión 

judicial o administrativa. Bajo este supuesto puede cumplir la 

función de un remedio provisional para asegurar la efectividad de una 

sentencia.23 Como tal, y en lo que respecta a bienes inmuebles o 

derechos reales inscritos en el Registro de la Propiedad, la orden 

judicial de prohibición de enajenar constituye un obstáculo a la 

inscripción de actos contrarios a ella.24  

III. 

De un examen del recurso de certiorari instado por la parte 

peticionaria, los esposos Aizenman, a la luz de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil y de la Regla 40 de nuestro reglamento, 

determinamos que no existen circunstancias que ameriten nuestra 

intervención.  

En el presente caso, las partes suscribieron un contrato 

denominado Purchase and Sale Agreement. Posteriormente, los 

peticionarios informaron su determinación de dar por terminado el 

 

22 Regla 56.4 de Procedimiento Civil, supra; Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, 

Etc., 133 DPR 881, 899-900 (1993). 
23 Nieves Díaz v. González Massas, supra, págs. 839-840. 
24 Rosario Pérez v. Registrador, 115 DPR 491, 493 (1984). 
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contrato en virtud de la cláusula 1(j) del mismo. Ante ello, el 

matrimonio Katsnelson incoó una demanda y solicitó un remedio 

provisional de prohibición de enajenar al amparo de la Regla 56 de 

Procedimiento Civil. Luego de evaluados los documentos presentados 

con la demanda y de que los recurridos consignaran la fianza 

correspondiente, el foro primario emitió una Orden de Prohibición de 

Enajenar y Anotación de Rebeldía y el correspondiente Mandamiento, 

pues entendió que los recurridos habían satisfecho los requisitos 

instituidos por las Reglas de Procedimiento Civil y su jurisprudencia 

interpretativa para la concesión del remedio.  

El señalamiento de error de la parte peticionaria, aunque está 

comprendido dentro de las instancias que autoriza a este foro a 

revisar las determinaciones del TPI al amparo de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil,25 determinamos no ejercer nuestra función 

revisora. No se desprende que haya mediado prejuicio o parcialidad 

en el dictamen recurrido, que sea uno contrario a derecho o que el 

TPI haya abusado de su discreción. Por tanto, en el ejercicio de 

nuestra discreción y al amparo de la Regla 40, supra, no encontramos 

razón alguna que justifique nuestra intervención en el presente caso. 

IV. 

 Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del 

auto de certiorari. En consecuencia, devolvemos el caso ante el foro 

de instancia para la continuación de los procedimientos.  

 Lo acuerda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

25 Supra.  


